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Certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 

Superior de Caguas 
 
 

Civil Núm. 
E CD2013-1619 

(802) 
 
 

Sobre: 
Cobro de Dinero y 

Ejecución de 
Hipoteca por la Vía 
Ordinaria 

 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 
Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón 

 
Santiago Calderón, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de abril de 2021. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el Sr. Rafael 

Ángel Roldán García, Adeliza López Ramos y la Sociedad Legal de 

Bienes Gananciales compuesta por ambos (la parte peticionaria) 

mediante recurso de Certiorari, y nos solicitan la revisión de una 

Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Caguas (el TPI) el 8 de diciembre de 2020, notificada el 

11 de diciembre de 2020. En dicha resolución, el TPI declaró No Ha 

Lugar la solicitud de desestimación presentada por la parte 

peticionaria. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos la expedición del recurso de certiorari solicitado.  

I. 

El 20 de diciembre de 2013, Doral Bank, el cual fue sustituido 

por el Banco Popular de Puerto Rico, (el Banco o el recurrido) 

Número Identificador 

RES2021__________ 
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presentó una Demanda1 en Cobro de Dinero y Ejecución de Hipoteca 

por la vía ordinaria contra Rafael Ángel Roldán García, Adeliza López 

Ramos y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por 

ambos. Surge de la demanda que estos otorgaron un pagaré el 31 

de agosto de 2004 por la suma principal de $192,719.00 al 5.750% 

de interés. Además, el pagaré provee para pagar recargos por 

demora equivalentes a 5.000% de la suma de aquellos pagos con 

atrasos en exceso de 15 días calendarios de la fecha de vencimiento 

y una cantidad de $19,271.90 por concepto de costas, gastos y 

honorarios de abogados. En garantía otorgaron la escritura número 

293, ante la notaria Magda V. Alsina Figueroa, sobre el bien 

inmueble solar marcado con el No. 10 del Bloque D de la 

Urbanización Bairoa Golden Gates II ubicado en el Barrio Bairoa del 

término municipal de Caguas. Alude el Banco que el último pago 

realizado por la parte aquí peticionaria se realizó el 1 de octubre de 

2011 y, en consecuencia, adeudan la suma de $147,778.90 por 

concepto del principal más intereses al tipo pactado y mencionado 

previamente. 

En la Moción Sometiendo Emplazamiento Diligenciado2 surge 

que la parte demandada aquí peticionaria fue personalmente 

emplazada el 27 de diciembre de 2013 y el 7 de enero de 2014. El 

Banco solicitó el 24 de febrero de 2014 que se nombre defensor 

judicial3 debido a que Rafael Ángel Roldán García es un militar 

activo, posteriormente se informó que no era un militar activo. El 23 

de junio de 2015, el Banco presenta Moción solicitando sustitución 

de parte y solicita sentencia en rebeldía. El 29 de julio de 2015, el 

foro a quo dicta sentencia en rebeldía4 y la misma fue notificada por 

edicto. El 16 de mayo de 2016, el Banco presenta Moción de 

 
1 Véase, Apéndice 1 del recurso de Certiorari. 
2 Véase, Apéndice 2 del recurso de Certiorari. 
3 Véase, Apéndice 3 del recurso de Certiorari. 
4 Véase, Apéndice 9 del recurso de Certiorari. 
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ejecución de sentencia5 y el TPI emite Orden de Ejecución de 

Sentencia y Venta de Bienes y Mandamiento de Ejecución6. A su vez 

el 21de octubre de 2016, el TPI emitió Orden de Confirmación de 

Adjudicación o Venta Judicial7. El Departamento de la Familia, por 

medio de una Moción por derecho propio8 solicita la paralización del 

lanzamiento debido a que en la casa habita una menor de edad, el 

TPI acoge dicha solicitud. El 17 de enero de 2018, la parte 

peticionaria presenta Moción urgente solicitando se deje sin efecto 

anotación y sentencia en rebeldía y se permita presentar alegación 

responsiva y/o cualquier otro recurso que las reglas de procedimiento 

civil provean9. El 13 de junio de 2018, el Banco presenta Moción en 

Réplica a Moción Urgente10 y notifica que accede a la petición de la 

parte demandada y se allana que se deje sin efecto dicha venta 

judicial con todos los efectos que ello conlleva. El 20 de junio de 

2018, el TPI dicta Orden11 determinando la nulidad de la Sentencia 

dictada el 29 de junio de 2015. El 18 de agosto de 2018, la parte 

peticionaria presenta la Contestación a Demanda y Reconvención12, 

alega que el Banco no actuó de buena fe. El Banco presenta 

Contestación a Reconvención y Solicitud de Desestimación13. La parte 

peticionaria presentó el día 7 de noviembre de 2018 la Oposición a 

Solicitud de Desestimación de la Reconvención14. El 2 de abril de 

2019, el TPI emite Orden de Referido al Centro de Mediación de 

Conflictos en Casos de Ejecución de Hipotecas15, la mediación se 

pautó para el 3 de mayo de 2019. El 23 de agosto de 2019, el Centro 

de Mediación de Conflictos al amparo de la Ley núm. 184-2012 

 
5 Véase, Apéndice 13 del recurso de Certiorari.  
6 Véase, Apéndice 14 del recurso de Certiorari. 
7 Véase, Apéndice 17 del recurso de Certiorari. 
8 Véase, Apéndice 18 del recurso de Certiorari. 
9 Véase, Apéndice 19 del recurso de Certiorari. 
10 Véase, Apéndice 20 del recurso de Certiorari. 
11 Véase, Apéndice 21 del recurso de Certiorari. 
12 Véase, Apéndice 22 del recurso de Certiorari. 
13 Véase, Apéndice 23 del recurso de Certiorari. 
14 Véase, Apéndice 24 del recurso de Certiorari. 
15 Véase, Apéndice 25 del recurso de Certiorari. 
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presentó Moción Informativa16, y aneja el formulario de Notificación 

al Tribunal en Casos de Ejecución de Hipoteca. La parte peticionaria 

presentó el 6 de septiembre de 2019, Moción de Desestimación de la 

Demanda de Conformidad con lo Dispuesto en los Arts. 2 & 3 de la 

Ley Núm. 184. En dicha Moción presentó Declaración Jurada del Sr. 

Rafael Roldán García, en la cual declara bajo juramento que durante 

el proceso de mediación compulsoria el Banco le negó las 

alternativas disponibles en nuestro ordenamiento para que la 

demandada–peticionaria retuviera la propiedad. Enumera que 

incumplió con la Ley federal Truth in Lending SR 07-16, US 

Governments Home Affordable Modification Program Guidelines, 

según lo establecido en Supervisory Letter SR 07-16 emitida el 5 de 

septiembre de 2007 por la Reserva Federal, tampoco le ofreció el 

Artículo 66 de la Ley Hipotecaria, 30 LPRA sec. 6093 de noviembre 

de 2018, debido a que el Banco no incluyó todas las alternativas 

pautadas por la Reserva Federal para que la compareciente retenga 

su propiedad al manejar negligentemente las normas federales, a su 

vez, presenta Réplica a Moción en Cumplimiento de Orden y Moción 

bajo la Regla 201 de las de Evidencia17. El Banco presenta Moción 

en Cumplimiento de Orden18. El 11 de diciembre de 2020, el TPI 

emitió Resolución19  declarando No Ha Lugar la Moción de 

Desestimación y se señaló vista de Conferencia con Antelación a 

Juicio. La parte peticionaria presentó Moción de Reconsideración y 

el TPI la declara No Ha Lugar el 25 de enero de 2021. 

 Insatisfecha aún, la parte peticionaria acude ante este foro 

mediante el recurso de certiorari que nos ocupa imputándole al foro 

primario haber incurrido en el siguiente error:  

ERRÓ EL TRIBUNAL A QUO AL DECLARAR NO HA LUGAR 

LA MOCIÓN SOLICITANDO LA DESESTIMACIÓN DE LA 

DEMANDA DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN 

 
16 Véase, Apéndice 3 de la Oposición a Certiorari Civil. 
17 Véase, Apéndices 29 y 30 del recurso de Certiorari. 
18 Véase, Apéndice 31 del recurso Certiorari.  
19 Véase, Apéndice 32 del recurso Certiorari. 
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LA LEY 38-2019 Y BAJO LO DISPUESTO EN SCOTIABANK 

VS. ROSARIO, 2020 TSPR 123.  

 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver.  

II. 

El recurso de certiorari es el vehículo procesal discrecional 

disponible para un tribunal apelativo revisar las resoluciones y 

órdenes interlocutorias de un tribunal de inferior jerarquía20. El 

recurso de certiorari se rige por la Regla 52.1 de Procedimiento Civil21 

la cual, en lo pertinente, permite la revisión de resoluciones 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

denegando una moción de carácter dispositivo. Por ende, el auto de 

certiorari es limitado y excluye aquellas determinaciones 

interlocutorias que pueden esperar hasta la determinación final del 

tribunal para formar parte de un recurso de apelación22.  

En consecuencia, las determinaciones que cumplan con la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, pueden ser objeto de 

revisión y el tribunal apelativo ejercerá su discreción para decidir si 

expide o no el recurso de certiorari. Los criterios que este Tribunal 

de Apelaciones examina para ejercer su discreción se encuentran 

recogidos en la Regla 40 de nuestro Reglamento23. La Regla 40 del 

Tribunal de Apelaciones, supra, dispone lo siguiente: 

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 
orden de mostrar causa: 
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  

 
20 García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). 
21 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 
22 IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 336 (2012).  
23 4 LPRA XXII-B, R. 40. 
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(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 

 

Por tanto, para ejercer debidamente nuestra facultad revisora 

es menester evaluar si, a la luz de los criterios antes enumerados, 

se justifica nuestra intervención, pues distinto al recurso de 

apelación, este tribunal posee discreción para expedir el auto de 

certiorari24. Por supuesto, esta discreción no opera en el vacío y en 

ausencia de parámetros que la dirijan25. Es necesario detallar que 

la discreción ha sido definida como “una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

justiciera”26. Así pues, se ha considerado que la discreción se nutre 

de un juicio racional cimentado en la razonabilidad y en un sentido 

llano de justicia y “no es función al antojo o voluntad de uno, sin 

tasa ni limitación alguna”. Íd.  

De otra parte, la Ley núm. 184-2012, conocida como la Ley 

para Mediación Compulsoria y Preservación de tu Hogar en los 

Procesos de Ejecuciones de Hipotecas de una Vivienda Principal27, se 

aprobó con el propósito de proteger la residencia principal de los 

deudores hipotecarios ante los efectos de la crisis económica. 

Mediante dicha ley se estableció un procedimiento de mediación 

entre el acreedor y el deudor hipotecario en todos los procesos de 

ejecución de hipoteca sobre aquellas propiedades que sean la 

 
24 Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 834, 837 (1999). 
25 I.G. Builders et al. v. BBVAPR, supra; Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 

183 DPR 580 (2011). 
26 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434-435 (2013). 
27 32 LPRA secs. 2881-2996. 
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vivienda principal del deudor. Ello, a los fines de buscar alternativas 

y evitar la ejecución de la hipoteca antes de proceder con la misma28.  

En lo aquí pertinente, el Artículo 3 del estatuto dispone lo 

siguiente:  

Artículo 3.- Será deber del Tribunal, en los casos que 
considere necesarios, dentro de los sesenta (60) días después 
de presentada la alegación responsiva por parte del deudor 
hipotecario demandado y antes de que se señale la 
conferencia con antelación al juicio, bajo apercibimiento de 
desacato, una vista o acto de mediación compulsorio que 
presidirá un mediador seleccionado por las partes y que 
tendrá lugar en cualquier salón o sala del tribunal o en aquel 
lugar que las partes en acuerdo con el mediador seleccionen, 
todas las alternativas disponibles en el mercado para 
poder evitar la ejecución de la hipoteca o la venta judicial 
de una propiedad residencial que constituya una 
vivienda principal. Esto será un requisito jurisdiccional 
en los procesos a llevarse a cabo ante los Tribunales de 
Puerto Rico que envuelvan un proceso para la ejecución de 
una hipoteca garantizada con una propiedad residencial que 
constituya una vivienda personal del deudor o de los 
deudores sin cuyo cumplimiento no podrá dictarse sentencia 
o celebrarse la venta judicial de la propiedad gravada con la 
hipoteca cuya ejecución se solicita. De no presentarse el 
deudor, al procedimiento de mediación o de no cumplir con 
el acuerdo alcanzado con el acreedor hipotecario como 
resultado del proceso de mediación, la institución 
financiera actuará de la forma acordada en el contrato o 
pagaré efectuado el día de la transacción original de 
hipoteca. El deudor tendrá derecho únicamente a un 
procedimiento de mediación en la acción civil que se le 
presente para la ejecución de la hipoteca sobre la propiedad 
residencial que constituya su vivienda principal, siempre y 
cuando el deudor hipotecario demandado no se encuentre en 
rebeldía, o que por alguna razón o sanción sus alegaciones 
hayan sido suprimidas o eliminadas por el tribunal. [Énfasis 
Nuestro]. 

 

Nuestro Tribunal Supremo29, armonizó las disposiciones de la 

Ley núm. 184-2012 y dispuso que, después de presentada la 

contestación a la demanda, la citación para una vista de mediación 

es un requisito jurisdiccional sin cuyo cumplimiento el tribunal 

no podrá dictar sentencia, ni ordenar la venta judicial de un 

inmueble que se utiliza como residencia principal, salvo en los casos 

en los que el deudor esté en rebeldía o cuando el tribunal haya 

eliminado sus alegaciones. A su vez, señaló a las págs. 22-23 lo 

siguiente:  

 
28 Artículos 2(b) y 3 de la Ley, secs. 2881(b) y 2882; Exposición de Motivos, Ley 

núm. 184-2012.  
29 Banco Santander v. Correa García, 196 DPR 201 (2016). 



 
 

 
KLCE202100222 

 

8 

“Por último, debemos precisar que el requisito jurisdiccional 
que impone la Ley para Mediación Compulsoria es que 

ocurra un señalamiento o citación para una vista de 
mediación, pero la extensión de dicho procedimiento y su 
resultado dependerán de la conducta de las partes, según lo 
dispuesto en la Ley para Mediación Compulsoria. [nota al 
calce omitida] Es por ello que el tribunal podrá continuar con 
el proceso judicial cuando: (1) el acreedor acudió a la vista 
de mediación, pero el deudor no se presentó; (2) las partes 
acudieron a la vista y se cumplieron los requisitos de ley, 
pero no llegaron a un acuerdo, o (3) el deudor incumplió 
con los acuerdos contraídos como resultado del proceso de 
mediación. [nota al calce omitida] De una vez aclaramos que 
el proceso judicial se deberá reanudar en la etapa en que 
se encontraba previo a que el tribunal ordenará la vista 
de mediación.” [Énfasis nuestro]. 

 

Posteriormente, el citado Artículo 3 de la Ley núm. 184-2012, 

32 LPRA sec. 2882, fue enmendado por la Ley núm. 38-2019 a los 

fines de establecer responsabilidades legales adicionales para el 

acreedor hipotecario que no comparece a la mediación. En lo aquí 

pertinente, la referida disposición establece que:  

De no presentarse el acreedor hipotecario, al 
procedimiento de mediación, en cualquiera de sus etapas, 
sin que medie justificación adecuada, o de no actuar de 
buena fe en cuanto al ofrecimiento de alternativas 

disponibles, impidiendo que se alcance un acuerdo viable 
con el deudor, el Tribunal procederá a desestimar la 
demanda presentada. El deudor tendrá derecho únicamente 
a un procedimiento de mediación en la acción civil que se le 
presente para la ejecución de la hipoteca sobre la propiedad 
residencial que constituya su vivienda principal, siempre y 
cuando el deudor hipotecario demandado no se encuentre en 
rebeldía, o que por alguna razón o sanción sus alegaciones 
hayan sido suprimidas o eliminadas por el tribunal.  

 

Por último, en Scotianbank v. Rosario Ramos30, el Tribunal 

Supremo aclaró que al amparo de la Ley núm. 184-2012 es un 

requisito que la conducta de las partes en el proceso de mediación 

sea acorde con la buena fe. Por ende, determinó el más alto foro que 

cuando un acreedor hipotecario no provee todas las alternativas 

disponibles en el mercado claramente no actúa conforme a la buena 

fe. No obstante, la Ley núm. 38-2019 impuso como única sanción la 

desestimación sin perjuicio de la demanda cuando el TPI determine 

que el acreedor no actuó de buena fe en cuanto al ofrecimiento de 

alternativas disponibles, esto conforme al informe del mediador. 

 
30 2020 TSPR 123. 
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Además, la alta Curia resolvió que en aquellos casos en los que el 

acreedor incumple con el requisito de buena fe en la mediación y la 

sanción de la desestimación no está disponible, el tribunal deberá 

ordenar la celebración de una nueva mediación conforme a lo aquí 

dispuesto. Lo anterior sin limitar la discreción del tribunal de 

imponer sanciones al amparo de la Regla 44.2 de Procedimiento Civil 

u otra penalidad que en derecho proceda. 

III. 

 

La parte peticionaria arguye que el foro primario erró al no 

desestimar la demanda debido a que el Banco no le proveyó todas 

las alternativas disponibles en el mercado, lo que constituyó un acto 

de mala fe. El Banco alega que actuó de buena fe realizando una 

evaluación de la condición económica de la parte aquí peticionaria y 

ofreciendo las alternativas disponibles por el inversionista del 

préstamo, que se ofrecieron alternativas de retención como las de 

disposición disponible bajo los parámetros de su préstamo, que las 

propuestas por la parte peticionaria en la vista de mediación no 

aplican al préstamo  hipotecario, y que la parte peticionaria refleja 

un déficit el cual impide que cualifique para ninguna alternativa de 

retención. Sostienen que cumplieron con la ley y así lo refleja el 

informe del Centro de Mediación de Conflictos. 

Analizado el recurso presentado, a la luz del derecho antes 

consignado y conforme a la etapa procesal del caso, concluimos que 

la peticionaria no nos persuade de que el TPI fue arbitrario al 

denegar la solicitud de desestimación.  

Surge del expediente que el trámite de la mediación se llevó a 

cabo y culminó, así consta del documento preparado por el Centro 

de Mediación de Conflictos titulado Moción Informativa en Casos de 

Ejecución de Hipoteca, el cual concluye lo siguiente: ambas partes 

asistieron a la sesión obligatoria de mediación, que el banco brindó 

a los deudores la orientación requerida por la Ley 184-2012 y las 
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partes no llegaron a un acuerdo. En la Resolución del pasado 25 de 

enero de 2021, el TPI expresó que aun tomando conocimiento 

judicial del contenido del United States Securities Exchange 

Commisision y del Anejo B, sometido por la parte peticionaria, dicho 

contenido no le permite concluir que la parte demandante violentó 

el deber de buena fe contractual o fiducia.  

De otra parte, en Scotianbank v. Rosario Ramos, supra, se 

resolvió que los acreedores deben proveer a los deudores todas las 

alternativas disponibles en el mercado, tales como la modificación 

del préstamo, un análisis en virtud de los programas federales Home 

Affordable Modification Program (HAMP) y Home Affordable 

Refinance Program (HARP), entre otras. Esto incluye, además, 

aquellas alternativas que no dependen de la capacidad económica 

de deudor, como la venta corta (short sale), dación en pago, y la 

entrega voluntaria de título. Destacamos que en la nota al calce 

número 43, el Tribunal Supremo advirtió que las alternativas que el 

acreedor está obligado a brindarle al deudor son aquellas para las 

que el deudor cualifique, incluyendo las que no dependan de la 

capacidad económica de este. Añadió que ello a su vez obedecerá al 

tipo de préstamo y a la reglamentación federal aplicable. 

Examinados la norma aplicable, el trámite procesal del caso y 

los criterios de la Regla 40, antes citada, concluimos que estos no 

están presentes por lo que no procede la expedición del recurso 

solicitado por la peticionaria.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, denegamos el auto solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


